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JUZGADO PRIMERO CIVIL CIRCUITO DEL 

DEPARTAMENTO ARCHIPIÉLAGO DE SAN 

ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA 

 

SIGCMA 

San Andrés, Isla, Trece (13) de Junio de Dos Mil Veinticinco (2025) 
 

RADICACIÓN:  88-001-31-03-001-2025-00090-00 
REFERENCIA:  Acción De Tutela 
TUTELANTE:  Instituto Nacional de Formación Técnica Profesional de San  
Andrés Isla-INFOTEP 
TUTELADO:              Ministerio de Ciencias, Tecnologías e Innovación-Minciencias 
VINCULADOS:          Universidad de Cartagena, quien ocupó el segundo lugar como 

elegible y al Órgano Colegiado de Administración y Decisión (OCAD). 
 
 

SENTENCIA No. 097-2025 
 

1. OBJETO 

 
Procederá el Despacho, en la presente acción de tutela, a proferir la sentencia de 

primera instancia que en derecho corresponda. 
 

2. ANTECEDENTES 

 
2.1.- El Petitum 

 
En calidad de afectado, el Instituto Nacional de Formación Técnica Profesional de 

San Andrés Isla-INFOTEP, a través de su representante legal, interpuso acción de tutela 
en contra de Ministerio de Ciencias, Tecnologías e Innovación-Minciencias, por la presunta 
vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso, buena fe, confianza 
legítima, expectativa legitima y seguridad jurídica. 

 
Solicitó, por tanto, que se amparen sus derechos fundamentales, en consecuencia, 

se ordene a la entidad accionada que: 

1.- Habilite una quinta oportunidad de subsanación dentro de la etapa de verificación 

del proyecto con código SIGP 107279, al fin de permitir una evaluación completa, justa del 

proyecto y posibilitar su avance a las etapas siguientes del procedimiento. 

2.- Se comisione al OCAD para que, en el marco de sus funciones y competencias 

de control y supervisión, adelante una verificación interna sobre la regularidad, 

transparencia y coherencia técnica de las actuaciones del equipo evaluador. 

 

2.2.- Causa Petendi. 

 

Los supuestos fácticos, en que fincó sus pretensiones, son los siguientes: 
 

 Refirió que,  el día 2 de agosto del 2023, participó en la convocatoria No. 033 del 
Minciencia denominada “Convocatoria de la asignación para la Ciencia, tecnología e 
innovación del Sistema General de Regalías para la conformación de un listado de 
proyectos elegibles para el fomento de vocaciones tempranas en las regiones a través de 
la estrategia ondas”, para lo cual, el día 8 de octubre del 2023, aportó el proyecto 
“Fortalecimiento de las vocaciones científicas en los niños, niñas y adolescentes de los 
establecimientos educativos a través de la implementación de la estrategia ondas en el 
Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina”, identificado con 
SIGP 107279. 
 
 Indicó que, el 28 de noviembre del 2024, el aludido proyecto obtuvo un puntaje de 
100, ocupando el primer puesto de su seccional. Subsiguientemente, en el proceso de 
validación, dentro de las 4 oportunidades concedidas, subsanaron los requerimientos del 
evaluador, respecto al cumplimiento de los requisitos exigidos por el Departamento 
Nacional de Planeación. 
 
 Puntualizó las fechas de radicación y devolución así: 
 
 “1.- Primera radicación el 17/12/2024 
 2.- Primera devolución el 10/03/2025 
 3.- Segunda devolución (sic) el 23/03/2025 
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 4.- Segunda devolución el 4/04/2025 
 5.- Tercera radicación el 22/04/2025 
 6.- Tercera devolución el 16/05/2025 
 7.- Cuarta radicación el 21/05/2025 
 8.- Cuarta devolución el 28/05/2025” 
 
 Narró que, en la última respuesta, del 28 de mayo del 2025, la secretaría técnica del 
OCAD, le informó que el proyecto no cumplía con los requisitos, lo que implicó su no 
elegibilidad. Indicó que, la única razón para el rechazo fue que, una de las 94 cotizaciones 
que integran el análisis de mercado, no contenía el número del NIT, lo cual, en instancias 
previas nunca se señaló, sin que se otorgara la oportunidad de subsanación. 
 
 Advirtió que tal situación le ocasiona un perjuicio irremediable.  
 
    3.- ACTUACIÓN JUDICIAL 
 
 Mediante auto No. 228 del 4 de junio de 2025, se admitió a trámite la presente acción 
de tutela, se vinculó a la Universidad de Cartagena, quien ocupó el segundo lugar como 
elegible y al Órgano Colegiado de Administración y Decisión (OCAD), se ordenó el traslado 
a las entidades accionadas y vinculadas, para que se pronunciaran sobre los hechos y 
ejercieran su derecho a la defensa. Decisión que fue notificada a las partes desde el día 5 
del mismo mes y año. 
  

4.- RESPUESTA A LA ACCIÓN DE TUTELA 
 

La Universidad de Cartagena se pronunció, a través de su representante judicial, 
señalando en breve resumen, que carece de legitimación en la causa por pasiva, ya que no 
fue la entidad que evaluó el proyecto de INFOTEP, por ello, deprecó su desvinculación del 
presente asunto. 

 
Por su parte el Ministerio de Ciencias, Tecnologías e Innovación-Minciencias, a 

través de su vocero judicial, manifestó, en síntesis, lo siguiente: 
 
Informó que la validación de cumplimiento de los requisitos establecidos en el 

documento de orientaciones transitorias para la gestión de proyectos de inversión, o el que 
haga sus veces, se adelantó entre el 06 de febrero de 2025 y hasta el 28 de mayo del 
presente año. 

 
Adujo que el INFOTEP como proponente debe acatar el cumplimiento de los 

requisitos del Sistema General de Regalías, igualmente, precisó que, conforme se señaló 
en los términos y condiciones de la convocatoria, “en el caso de que un proyecto haya 
surtido los cuatro (4) procesos de verificación realizados por MINCIENCIAS sin lograr el 
cumplimiento de requisitos del SGR, este será́ retirado del proceso”. 

 
Indicó que, en el caso del proyecto presentado por el INFOTEP, se agotaron las 4 

oportunidades de subsanación, para lo cual, se le indicó con claridad las observaciones que 
debía corregir, siendo su responsabilidad enmendarlas. 

 
Agregó que, aunque el INFOTEP obtuvo 100 puntos en la etapa de evaluación, ello 

no obliga a su financiación ni a su viabilización, priorización y aprobación por parte de los 
miembros del OCAD, toda vez que posterior a la publicación del Listado Definitivo de 
Elegibles, en cumplimiento de lo señalado en el numeral 16 “Cumplimiento de requisitos del 
Sistema general de Regalías” de los términos de referencia de la convocatoria 033: “Para 

los proyectos que resulten elegibles en el marco de la presente convocatoria, las entidades 
proponentes deberán iniciar el proceso de estructuración del proyecto y el cumplimiento de las 
condiciones dispuestas por la normatividad del SGR”. 

 
Manifestó que, en la tercera revisión de cumplimiento de SGR, se le indicó al 

proponente que “ajustar la cotización de Santiago Acuña y que fuera ésta acorde con el 

análisis de precios unitarios”, por lo que, de paso, debió atenderse y verificarse que dicha 
cotización cumpliese con las condiciones mínimas para su presentación, entre ellas, 
dirección, teléfono, NIT o RUT. 
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Aseveró que, actualmente, se volvió a revisar el proyecto, encontrándose en las 
cotizaciones “dos (2) casos adicionales: En las páginas 40, 42 y 44 del mencionado archivo, se 
encuentra la cotización de Diego Orrego, es una persona natural con perfil de tallerista, presentó una 
cotización sin NIT o RUT y en estos casos, es necesario validar la actividad económica como 
tallerista en las temáticas asociadas a su ejecución.  

 
Además, no registra ni teléfono para corroborar la información de la cotización. De igual 

manera, en las páginas 9 y 23 del mencionado documento, se encontró la cotización de la Fundación 
para la investigación y desarrollo e Innovación I+D+I, la cual no tiene NIT ni teléfono Como conclusión 
y al revisar nuevamente el archivo de cotizaciones, se encontraron en total 3 cotizaciones que no 
cumplen con condiciones mínimas, pero en la ficha de la cuarta validación, se dejó entre paréntesis 
el ejemplo de una cotización que no cumplía, en este caso, la correspondiente al señor Santiago 
Acuña”. 

 
Por lo anterior, concluyó que desde la Secretaria Técnica del OCAD , se realizaron 

cuatro validaciones a la propuesta presentada por INFOTEP, sin embargo en la cuarta 
validación no adjuntó dos cotizaciones con todos los requisitos exigidos para ser aceptadas 
correspondientes a dos personas naturales y una cotización para una Fundación, pues no 
es clara la idoneidad y experiencia. Lo anterior teniendo en cuenta que las cotizaciones son 
el soporte del estudio de mercado que debía realizar INFOTEP y que dicha Entidad es quien 
debía verificar las condiciones mínimas exigidas para solicitar una cotización. 

 
Finalmente, señaló que no se evidencia vulneración del debido proceso, no se agotó 

el requisito  de subsidiariedad , porque el accionante cuenta con mecanismos de defensa 
administrativos y ante la jurisdicción contenciosa para atacar actos administrativos de 
carácter particular. 

 
Por lo expuesto, deprecó que se declare improcedente la solicitud de amparo. 
 
En escrito separado, solicitó el levantamiento de la medida provisional respecto a 

los proyectos de los demás departamentos que también integran la convocatoria No. 033. 
 

5.- CONSIDERACIONES 
5.1. COMPETENCIA:  

 
 De conformidad con el numeral 2° del Art. 1° del Decreto 1983 del 2017, este 

Despacho es competente para conocer la presente solicitud de tutela ya que el agravio fue 
presuntamente ocasionado por una entidad pública del orden nacional, cuyos efectos 
recaen en una institución educativa del territorio insular. 

 
 La norma citada dispone lo siguiente: 

 
“(...) Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, 

organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en 
primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría. (…)”. 

 
5.2. PROCEDENCIA: 

 
El artículo 86 de la Carta Política establece, que “(…) Toda persona tendrá acción 

de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un 
procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos 
constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública” y “la ley establecerá 
los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público (...)”. 
 

Así, la acción de tutela es un mecanismo constitucional de carácter preferente y 
subsidiario, ya que la misma procede siempre y cuando no exista otro medio de defensa 
judicial, o existiendo, cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar la 
materialización de un perjuicio irremediable o cuando dicho mecanismo resulte ineficiente.  

 
5.3. PROBLEMA JURÍDICO  
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 El quid juris puesto a consideración del despacho consiste en determinar si se 
vulneró o no los derechos fundamentales aducidos por el accionante , al descalificarlo de 
la convocatoria por no atender oportunamente, una novísima observación a su proyecto. 
 

Como problema jurídico asociado se determinará si es viable la acción de tutela para 
atacar decisiones expedidas al interior de una convocatoria pública. 

5.4. ANÁLISIS NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

 
5.4.1. DERECHO AL DEBIDO PROCESO-Derechos que comprende 

 
La Corte Constitucional ha manifestado que el debido proceso comprende: “a)    El 

derecho a la jurisdicción, que a su vez implica los derechos al libre e igualitario acceso ante 
los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las 
decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en el 
fallo. b) El derecho al juez natural, identificado este con el funcionario que tiene la capacidad 
o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación de acuerdo con 
la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo establecida 
por la Constitución y la ley. c) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de 
todos los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión 
favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los medios 
adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un 
abogado cuando se requiera, a la igualdad ante la ley procesal, el derecho a la buena 
fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso. d) El 
derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige 
que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables. 
e) El derecho a la independencia del juez, que solo tiene efectivo reconocimiento cuando 
los servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia, 
ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo. f) El derecho 
a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre deberán decidir 
con fundamento en los hechos, de acuerdo con los imperativos del orden jurídico, sin 
designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas.” (Negrilla y 
Subrayado fuera de texto) 
 

6. DEL CASO CONCRETO. 
 
Considera el despacho que con la presente acción se persigue deje sin valor ni 

efecto la decisión que señaló que, el proyecto denominado “Fortalecimiento de las 
vocaciones científicas en Niños, Niñas y Adolescentes de los establecimientos educativos 
a través de la implementación de la estrategia ONDAS en el departamento de Archipiélago 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina”, no cumple con lo dispuesto en el Acuerdo 
12 del 21 de octubre de 2024, emitido por la Comisión Rectora del SGR, por el cual se 
adoptan los requisitos generales y sectoriales para la viabilización de los proyectos de 
inversión susceptibles de ser financiados con recursos del Sistema General de Regalías. 

 
Desde ya es menester señalar que se ha predicado, por regla general, la 

improcedencia de la tutela contra actos administrativos , a no ser que se invoque para evitar 
la configuración de un perjuicio irremediable o se evidencie que la administración ha 
incurrido en algún tipo de defecto que configure una vía de hecho. Ello, por cuanto el 
interesado puede ejercer las acciones de nulidad o de nulidad y restablecimiento del 
derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.  Sin embargo, el amparo 
constitucional es procedente en aquellos asuntos en los cuales se demuestre que, pese a 
existir otros mecanismos ordinarios para la defensa de los derechos fundamentales 
involucrados, éstos carecen de idoneidad para evitar la configuración de un perjuicio 
irremediable.  

 
Sobre los defectos administrativos ha señalado la Corte Constitucional Colombiana 

lo siguiente: 
 
“Así las cosas, para que se configure una vía de hecho administrativa, se requiere que al 

igual que en la vía de hecho judicial, se materialice alguna de las causales de procedencia de la 
acción de tutela contra decisiones judiciales, puesto que, si bien se trata de escenarios diferentes, 
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tales supuestos describen las formas más usuales de afectación del derecho al debido proceso. Por 
ende, dichas causales de procedencia “han servido como instrumento de definición conceptual para 
los jueces constitucionales, quienes determinan si los defectos que estas describen son 
comprobados en la actuación administrativa objeto de análisis” 

 
Al respecto se pronunció la Corte en la Sentencia T- 076 de 2011[32], (…) “Estas causales 

de afectación del debido proceso se concentran en los siguientes supuestos: 
 
13.1. Defecto orgánico, que se estructura cuando la autoridad administrativa que profiere el 

acto objeto de reproche constitucional carecía absolutamente de competencia para expedirlo. Se 
trata, por ende, de una situación extrema, en donde resulta irrazonable sostener que dicha autoridad 
estaba investida de la facultad de adoptar la decisión correspondiente. 

 
13.2. Defecto procedimental absoluto, el cual se predica de la actuación 

administrativa, cuando ha sido tramitada completamente al margen del procedimiento 
establecido por el ordenamiento jurídico. Este vicio tiene carácter cualificado, puesto que 
para su concurrencia se requiere que (i) no exista ningún motivo constitucionalmente válido 
o relevante que permitiera sobreseer el procedimiento aplicable; (ii) las consecuencias de ese 
desconocimiento involucren una afectación verificable de las garantías constitucionales, en 
especial del derecho al debido proceso; y (iii) que el defecto observado no haya sido 
solucionado a través de los remedios previstos por la ley para subsanar errores en el 
procedimiento.  

 
13.3. Defecto fáctico, que se demuestra cuando la autoridad administrativa ha adoptado la 

decisión bajo el absoluto desconocimiento de los hechos demostrados dentro de la actuación. Este 
defecto, al igual que el anterior, tiene naturaleza cualificada, puesto que para su estructuración no 
basta plantear una diferencia de criterio interpretativo respecto a la valoración probatoria que lleva a 
cabo el funcionario, sino que debe demostrarse la ausencia de vínculo entre los hechos probados y 
la decisión adoptada. Además, el error debe ser de tal magnitud que resulte dirimente en el sentido 
del acto administrativo, de modo que de no haber ocurrido, el acto hubiera tenido un sentido opuesto 
al adoptado. 

 
13.4. Defecto material o sustantivo, el cual concurre cuando la autoridad administrativa 

profiere el acto a partir de la aplicación de normas inexistentes, inconstitucionales, declaradas 
ilegales por la jurisdicción contenciosa o abiertamente inaplicables para el caso concreto. La 
jurisprudencia también ha contemplado que la interpretación irrazonable de las reglas jurídicas es 
una causal de estructuración de defecto sustantivo, evento en el que se exige una radical oposición 
entre la comprensión comúnmente aceptada del precepto y su aplicación por parte de la autoridad 
administrativa, situación que encuadra en lo que la doctrina define como interpretación contra legem. 

 
13.5. Error inducido o vía de hecho por consecuencia, defecto que se predica cuando la 

autoridad administrativa adopta una decisión contraria a los derechos fundamentales de las partes 
interesadas, debido a la actuación engañosa por parte de un tercero. 

 
13.6. Falta de motivación, que corresponde a los actos administrativos que no hacen 

expresas las razones fácticas y jurídicas que le sirven de soporte. Este defecto ha tenido un profundo 
desarrollo por la jurisprudencia constitucional, la cual ha señalado que la motivación del acto 
administrativo es un aspecto central para la garantía del derecho al debido proceso de las partes, 
puesto que la ausencia de tales premisas impide expresar cargos de ilegalidad o inconstitucionalidad 
ante la jurisdicción contenciosa distintos al de desviación de poder de que trata el artículo 84 C.C.A., 
lo que a su vez conlleva una grave afectación, tanto del derecho de defensa del afectado, como del 
principio de publicidad propio de la función administrativa. Esta postura ha llevado a que la 
jurisprudencia de esta Corporación haya previsto que incluso en los eventos en que el ordenamiento 
confiere a determinadas autoridades administrativas la potestad discrecional para adoptar ciertas 
decisiones, tal facultad no puede entenderse como un ámbito para el ejercicio arbitrario del poder, lo 
que implica que en ese escenario también deba hacerse expresa la motivación de la decisión. 

 
13.7. Desconocimiento del precedente constitucional vinculante, defecto que ocurre cuando 

la autoridad administrativa obra, de forma injustificada, en contravía del contenido y alcance de los 
derechos fundamentales que ha realizado, con efectos obligatorios, la Corte Constitucional. 

 
13.8. Violación directa de la Constitución, lo que se predica del acto administrativo 

que desconoce, de forma específica, normas de la Carta Política. Ello se evidencia cuando la 
Constitución prevé reglas positivas particulares con efecto inmediato, que determinan 
consecuencias jurídicas verificables y, a pesar de ello, la autoridad desconoce esos mandatos 
o profiere actos que contradicen las reglas mencionadas”. 
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Como se ve , el afectado puede acudir a la vía contenciosa administrativa, no 
obstante, en el sub examine, para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, resulta 
más eficaz la acción constitucional . Más aún  cuando , en los términos y condiciones que 
rige la convocatoria, no se estableció la procedencia de recurso alguno contra la decisión 
ya referenciada.  

 
Corolario, el despacho entrará a analizar si hay lugar o no al amparo deprecado ya 

que , lo resuelto por el ente administrativo, genera una afectación directa al proponente del 
proyecto y a los niños, niñas y adolescentes destinatarios del mismo, pues llevar el presente 
asunto ante el juez del conocimiento implica la extensión en el tiempo del litigio, dada la 
marcada congestión judicial que afecta los despacho del país, y la probable ocurrencia de 
perjuicios difícilmente reparables, como la adjudicación de los recursos a otro proyecto y la 
pérdida de la oportunidad de seguir participando en la convocatoria. Es así como, a juicio 
de este dispensador judicial, se encuentra cumplido el presupuesto de subsidiariedad. 

 
En cuanto al requisito de la inmediatez tenemos que lo resuelto por el ente tutelado 

data del día 29 de mayo del 2025, es decir, desde entonces hasta la interposición de la 
acción de tutela, transcurrió menos de un mes, término que se encuentra razonable para 
acudir al presente mecanismo preferente.  

 
En lo atinente a la legitimación en la causa por activa, se observa que, quien 

persigue el amparo , es la institución educativa directamente afectada, mientras que en lo 
referente a la legitimación en la causa por pasiva, por un lado, está MINCIENCIA; quien de 
conformidad con lo dispuesto en el Art. 10 de la Ley 2056 de 2020, es el encargado de 
“Estructurar y administrar las convocatorias públicas, abiertas y competitivas para la definición de los 
proyectos de inversión elegibles en ciencia, tecnología e innovación, y presentar en coordinación 
con el Departamento Nacional de Planeación los términos de referencia para aprobación por parte 

del Órgano Colegiado de Administración y Decisión de Ciencia, Tecnología e Innovación”. Por otro 
lado, tenemos que, conforme al listado inicial de  elegibles, en la seccional Archipiélago De 
San Andrés, Providencia Y Santa Catalina, la Universidad de Cartagena, ostenta el 
segundo lugar en la lista de proyectos, por lo que los efectos del fallo pudieran hacérsele 
extensivos.   

 

Discurrido lo anterior, se precisa que , en atención a lo consagrado en el numeral 16 
de la convocatoria, “Para los proyectos que resulten elegibles en el marco de la presente 
convocatoria, las entidades proponentes deberán iniciar el proceso de estructuración del proyecto y 
el cumplimiento de las condiciones dispuestas por la normatividad del SGR” 

 

En el mismo numeral se señaló “Los proyectos de inversión transferidos tendrán hasta 
cuatro (4) procesos de verificación por parte de MINCIENCIAS para lograr el cumplimiento de 
requisitos del Sistema General de Regalías. En el caso de que un proyecto haya surtido los cuatro 
(4) procesos de verificación realizados por MINCIENCIAS sin lograr el cumplimiento de requisitos 
del SGR, este será retirado del proceso. 

 
Durante la etapa de verificación de requisitos del SGR, los proyectos podrán presentar 

subsanaciones a las observaciones emitidas por MINCIENCIAS máximo hasta tres (3) días hábiles 
previos a la fecha de cierre de la actividad. El resultado de esta última verificación no será objeto de 
subsanación.”. 

 
De lo anterior, se colige que, efectivamente, el proyecto del INFOTEP, luego de ser 

calificado con 100 puntos, debió cumplir con unos requisitos para ser aprobado por el 
Sistema General de Regalías, además, contaba con 4 oportunidades de verificación y las 
subsanaciones debían realizarse hasta 3 días hábiles previos a la fecha de cierre ; aunque 
contra la última verificación no había lugar a subsanación; so pena de retiro. 

 
Desde ya, es preciso manifestar que, a juicio del juzgado, MINCIENCIAS incurrió en 

un defecto procedimental absoluto y una violación directa de la constitución, ya que, como 
con acierto lo señaló el libelista, durante los tres requerimientos de subsanación previos a 
la decisión definitiva, nunca advirtió al proponente que una de las cotizaciones careciera de 
número de NIT. 

 
Nótese que, en el tercer requerimiento , de fecha 19 de mayo del 2025, frente al 

concepto “c. ¿El valor unitario de las actividades de capacitación es coherente con el análisis 

de costos, cotizaciones y precios de mercado existentes?”, indicó: 
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“1. En el criterio de selección del estudio de mercado se menciona que se toma menor precio 

promedio como criterio de selección (Columna N). Sin embargo, la columna M menciona que el 
criterio de selección es Valor Promedio. Por favor aclarar si el criterio de selección será valor 
promedio o menor precio y ajustar lo que haya lugar.  

 
2. Se sugiere que la cotización Santiago Acuña que contempla Talleres de vocaciones 

científicas, Taller Fundamentos y metodología Ondas, Taller Fortalecimiento de procesos de lectura 
y escritura para la sistematización y Taller Apropiación social de la ciencia cuenten con valor unitario. 
Este deberá ser concordante con el Análisis de Precios Unitarios registrado.  

 
3. Se sugiere que la cotización Santiago Acuña que contempla los módulos 1-5 para la 

Formación con enfoque STEAM en el aula de clases, que complementa la investigación con la 
innovación y el emprendimiento - SAN ANDRES, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA, cuenten con 
valor unitario. Este deberá ser concordante con el Análisis de Precios Unitarios registrado. 4. Revisar 
los valores de la columna K y L respecto a las cotizaciones presentadas”. 

 
Subsiguientemente, la parte activa allegó memorial, de fecha 21 de mayo del 2025, 

atendiendo tales precisiones, no obstante, mediante oficio del día 28 del mismo mes y año, 
MINCIENCIA comunicó que el proyecto no cumplía con lo señalado en el Acuerdo 12 del 
21 de octubre de 2024 de la Comisión Rectora del SGR, porque, frente al mismo concepto 
ya resaltado en negrilla “Se encuentran cotizaciones sin número de Nit o representación legal. 
(Cotización Santiago Acuña)” 

 
Ahora bien, contrario a lo señalado por MINCIENCIAS, el proponente no podía 

presumir, del tercer requerimiento, que una de sus cotizaciones carecía de NIT y que, 
necesariamente, debía subsanarla, pues ello nunca fue advertido por la administración, sino 
hasta la última verificación contra la cual, como ya se dijo, no procedía subsanación, 
máxime que se expidió y notificó el mismo día del cierre de la actividad, esto es 28 de mayo 
del 2025. 

 
Lo anterior, evidentemente, constituye un defecto procedimental absoluto y una 

violación directa de la constitución política. Puntualmente, al derecho al debido proceso y 
la defensa, por parte de la administración, toda vez que, aunque los términos y condiciones 
de la convocatoria otorgan al participante 3 oportunidades de subsanación, en la 
verificación definitiva, éste fue sorprendido con un requerimiento que no solo resuelta 
trasgresor del debido proceso sino que además no podía subsanar porque, cuando debió 
hacerlo en el tercer requerimiento, desbordaba su conocimiento y, adicionalmente, es  
baladí . Pues, es inconcebible que un proyecto al que, INFOTEP, invirtió tiempo, recursos 
y esfuerzo sea rechazado porque una de sus cotizaciones de mercado carece de un número 
de NIT. Por este aspecto existe un exceso de rigor procesal manifiesto imputable a la 
entidad accionada . 

 
Sumado a lo anterior, resulta aún más sorprendente que, en sede de tutela, sin 

aperturar etapa adicional de verificación, la entidad vinculada por pasiva señale, por fuera 
de las vías administrativas adecuadas ( porque la acción de tutela no es el mecanismo 
procesal adecuado para notificar falencias dentro del proceso de convocatoria ) ,  que otras 
dos cotizaciones carecían de datos como número de NIT y teléfono y que la señalada en la 
verificación definitiva, esto es, la de Santiago Acuña, solo era un ejemplo de las que 
carecían de tal información. 

 
Considera el despacho, que en razón a la seriedad y claridad que merece las 

convocatorias de MINCIENCIAS, donde están en juego recursos públicos de gran cuantía, 
no es posible dejar al azar requerimientos de cumplimiento para los proyectos y mucho 
menos cuando es a tal entidad a la que le correspondía verificar el acatamiento de los 
presupuestos del Sistema General de Regalía. Entonces se cuestiona el despacho ¿Cómo 
podría el participante corregir un yerro que solo le fue advertido en la decisión 
definitiva que lo descalificó?. 

 
Todo lo expuesto evidencia una marcada falta de claridad por parte del ente 

accionado además de una evidente trasgresión de las etapas procesales para subsanar, 
por lo que se impone es el amparo del derecho fundamental al debido proceso y la defensa, 
por ello se ordenará a MINCIENCIAS, que a través del Órgano Colegiado de Administración 
y Decisión (OCAD), determine con precisión y claridad los aspectos que debe corregir 
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INFOTEP frente al concepto “¿El valor unitario de las actividades de capacitación es 
coherente con el análisis de costos, cotizaciones y precios de mercado existentes?” 
y le notifique el mismo, con el fin que pueda subsanarlo. 

 
A la luz de las anteriores reflexiones el Juzgado Primero Civil del Circuito de San 

Andrés , Providencia y Santa Catalina , Islas ;  administrando justicia en nombre de la 
República de Colombia  y por autoridad de la ley, 
 

 
7. RESUELVE: 

 
PRIMERO: Tutelar los derechos fundamentales al debido proceso y la defensa que 

le asisten al Instituto Nacional de Formación Técnica Profesional de San Andrés Isla-
INFOTEP, identificado con NIT 892400461-5.   

 
SEGUNDO: Dejar sin valor y efecto el acto administrativo de carácter particular de 

fecha 28 de mayo del 2025, que dispuso que el proyecto denominado “Fortalecimiento de 
las vocaciones científicas en Niños, Niñas y Adolescentes de los establecimientos 
educativos a través de la implementación de la estrategia ONDAS en el departamento de 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina” de INFOTEP, no cumple con 
lo dispuesto en el Acuerdo 12 del 21 de octubre de 2024, emitido por la Comisión Rectora 
del SGR.  

 
TERCERO: En consecuencia, ordénese a MINCIENCIAS, que a través del Órgano 

Colegiado de Administración y Decisión (OCAD), dentro del término de 48 horas siguientes 
a la notificación de la presente providencia, determine con precisión y claridad los aspectos 
que debe corregir, INFOTEP, frente al concepto “¿El valor unitario de las actividades de 
capacitación es coherente con el análisis de costos, cotizaciones y precios de 
mercado existentes?” y le notifique el mismo, con el fin que, pueda subsanarlo dentro de 
los 3 días hábiles siguientes a la comunicación de tal requerimiento. 

 
CUARTO: Levántese la medida provisional deprecada en el auto admisorio de la 

acción. 
 

QUINTO: En caso de no ser impugnada, remítase el expediente a la Corte 
Constitucional para su eventual revisión. 
 

Ita. 
 

   NOTIFÍQUESE 
 

 
 


